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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 8 de 
agosto de 2024, ha examinado el 
expediente de modificación del 
contrato de obras suscrito entre la 
Consejería de Sanidad y la UTE 
qqq1, S.A.-qqq2, S.L.-qqq3, S.A., y 
a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

DICTAMEN 308/2024 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 24 de junio de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de modificación del 
contrato de redacción de los proyectos de ejecución, estudio de seguridad y 
salud, proyectos de actividad y ejecución de las obras del Plan Director del 
Complejo Hospitalario de xxxx.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 27 de junio de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 308/2024, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. S. de Vega. 

 
Primero.- El 24 de octubre de 2007 la Gerencia Regional de Salud de 

Castilla y León y la UTE qqq1, S.A.-qqq2, S.L.-qqq3, S.A. formalizan el contrato 
de redacción de los proyectos de ejecución, estudio de seguridad y salud, 
proyectos de actividad y ejecución de las obras del Plan Director del Complejo 
Hospitalario de xxxx. El importe del contrato es de 165.923.362,00 euros y el 
plazo de ejecución es de 75 meses (3 meses para la redacción de los proyectos 
de ejecución, estudio de seguridad y salud y proyectos de actividad, y 72 
meses para la ejecución de las obras). 
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Pueden destacarse los siguientes hitos que constan en el expediente: 
 

- El 24 de julio de 2008 se firma el acta de comprobación de 
replanteo y las obras se inician el 30 de septiembre de 2008.  

 
- Por Resolución de 20 de noviembre de 2012, del director 

gerente de la Gerencia Regional de Salud, se autoriza la cesión del contrato a 
favor de qqq1 S.A.  

 
- El 10 de diciembre de 2013 se autoriza la continuación 

provisional de la ejecución de la modificación del contrato de redacción de los 
proyectos de ejecución, estudio de seguridad y salud, proyectos de actividad 
y ejecución de las obras del Plan Director del Complejo Hospitalario de xxxx. 

 
- El 7 de marzo de 2014 se aprueba el modificado nº 1 del 

contrato de redacción del proyecto de ejecución, estudio de seguridad y salud, 
proyecto de actividad y de ejecución de las obras del Plan Director del 
Complejo Hospitalario de xxxx, y el 27 de junio de ese año se formaliza la 
modificación, que aumenta su importe en 34.573.005,63 euros, IVA incluido, 
y el plazo de ejecución en 21 meses, de los cuales 456.845,71 euros y tres 
meses corresponden a redacción de proyectos. 

 
- El 27 de junio de 2014 la Gerencia Regional de Salud de Castilla 

y León y qqq1, S.A. suscriben un documento en virtud del cual esta última 
realizará los trabajos de redacción del proyecto de ejecución, estudio de 
seguridad y salud, proyecto de actividad y de ejecución de las obras del Plan 
Director, “con sujeción al proyecto modificado, al pliego de prescripciones 
técnicas complementarias y al pliego de cláusulas administrativas particulares 
que rigen el contrato”, incrementándose el presupuesto del contrato en 
34.573.005,63 euros, 3 meses el plazo de ejecución de los estudios de 
seguridad y salud y proyecto de actividad, y 15 meses el plazo de ejecución 
de las obras. 

 
- El 16 de octubre de 2014 se suscribe el “acta de levantamiento 

de la suspensión temporal parcial de las obras”. 
 
- El 21 de marzo de 2018 una arquitecta del Servicio de 

Infraestructuras y Patrimonio informa favorablemente la segunda modificación 
del contrato de referencia, sin incremento económico sobre el contrato. 
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- Por resolución de 24 de julio de 2018, se aprueba la 
modificación del Plan Funcional del Complejo Asistencial Universitario de xxxx.  

 
- El 23 de octubre de 2018 se aprueba el modificado nº 2 del 

contrato, que no conlleva aumento de precio ni de plazo de ejecución. 
 
 - El 20 de noviembre de 2018 qqq4, S.L. (dirección de ejecución 

de la obra) propone un modificado nº 3 del contrato, con un incremento del 
presupuesto estimado de 3.995.131,10 euros. Señala que “Tras la realización 
del modificado nº 2 del proyecto han surgido necesidades nuevas y 
sobrevenidas que, por razones de interés público, según el artículo 101 de la 
LCAP 2/2000, deben ser recogidas en una modificación del contrato”. Las 
circunstancias que motivan tal modificado pueden resumirse en dos tipos de 
actuaciones: 

 
1) Obras en edificios de hospitalización y bloques técnicos 

que responden a las modificaciones puntuales al Plan Funcional del Complejo 
Asistencial Universitario de xxxx, aprobadas por resolución de 24 de julio de 
2018, del director gerente de la Gerencia Regional de Salud, en lo que se 
refiere a la ampliación del Área de Cardiología Invasiva y Hospital de Día del 
Corazón y a la ampliación de Hospital de Día Médico.  

 
2) Obras de accesos: incluyen la urbanización y accesos 

de la fachada sur del hospital, adaptándolo al trazado del vial, cotas y rasantes 
respecto del proyecto de la nueva avenida que va a ejecutar próximamente el 
Ayuntamiento, y el cierre del vallado hasta la barandilla del viaducto sobre el 
paseo de cccc, requerido por el Ayuntamiento el 29 de mayo de 2018 tras 
advertir que era insuficiente el cerramiento propuesto.  

 
 - El 19 de diciembre de 2019 la presidenta de la Gerencia 

Regional de Salud de Castilla y León resuelve aprobar el modificado nº 3 del 
contrato, por un importe de 3.995.131,10 euros, IVA incluido, lo que supone 
un 2,31 % respecto del precio inicial del contrato. La modificación contempla 
un incremento del plazo de ejecución del contrato de siete meses, uno para la 
redacción de proyectos y seis meses para la ejecución de las obras. 

 
 Segundo.- Por resolución de 4 de junio de 2023 de la directora gerente 
de la Gerencia Regional de Salud se aprueba el Plan Funcional de la ampliación 
de espacios de los bloques K y L del Hospital hhh1 de xxxx. El citado Plan 
Funcional obliga a modificar o a adaptar alguna de las soluciones del proyecto. 
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 El nuevo Plan Funcional pretende favorecer una gestión eficiente de los 
recursos. En concreto, se persigue que la fase III garantice la unificación del 
Hospital hhh1 de xxxx en una sola infraestructura que facilite la labor 
asistencial que actualmente se lleva a cabo en los Edificios 1, 2 y 3 de 
Consultas (antiguo Edificio Ambulatorio, Edificio Residencia hhh2 y Edificio 
Maternidad), el mantenimiento y su conservación. Esta propuesta de Plan 
Funcional contempla espacios para todas las actividades asistenciales que se 
llevan a cabo en los mencionados Edificios 1, 2 y 3 que, tras el correspondiente 
traslado, quedarán libres de ese uso. 
 
 Tercero.- El 5 de octubre de 2023 la Dirección Facultativa informa 
sobre la viabilidad de la ejecución de las obras derivadas del expresado Plan 
Funcional en el edificio actualmente en ejecución, sobre la necesidad de 
modificación del contrato, sobre el importe estimado y sobre la necesidad o 
no de la suspensión de las mismas. Asimismo, presenta propuesta técnica 
motivada en la que considera que técnicamente es viable la actualización y 
ejecución del nuevo Plan Funcional y que se necesitaría la tramitación de una 
modificación del proyecto. 
 
 La Dirección Facultativa considera que la modificación del Plan Funcional 
del Complejo Asistencial Universitario de xxxx, que afecta a los bloques K y L, 
destinados a la actividad ambulatoria, obliga a adaptar o modificar alguna de 
las soluciones del proyecto y supone dos cambios de gran envergadura: 
 

 - Incremento de aproximadamente el 50 % de la superficie de 
consultas externas.  

 
 - Creación de dos nuevas plantas, nivel 5 y nivel -2. 
 
La propuesta técnica motiva detalladamente las modificaciones 

requeridas. 
 
En el mencionado informe se propone la continuidad de las obras en los 

términos recogidos en la propuesta técnica, en la que se valora la modificación 
del contrato en un importe de 23.557.349,11 euros, IVA incluido, (de los cuales 
311.265,06 euros corresponden a la redacción proyecto), lo que supone un 
13,61 % sobre el importe total del proyecto inicial (173.075.231,05 euros, IVA 
incluido), no superando por lo tanto el porcentaje del 20 % del precio primitivo 
del contrato, y un incremento de plazo de 25 meses, así como la autorización 
para la redacción de un proyecto modificado en los términos anteriormente 
descritos, que adapte el proyecto vigente a las nuevas circunstancias. 
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Cuarto.- El 9 de octubre de 2023 el jefe del Servicio de Infraestructuras 

informa favorablemente la modificación nº 4 del contrato. El citado informe es 
modificado con fecha 7 de noviembre de 2023 con el fin de recoger el plazo 
para la redacción del proyecto modificado nº 4. Asimismo, se acompaña informe 
complementario de fecha 28 de noviembre de 2023. 

 
Quinto.- El 7 de noviembre el contratista muestra su conformidad con 

la propuesta técnica motivada del modificado nº 4 del contrato. 
 
Sexto.- El 19 de diciembre de 2023 emite informe la Dirección General 

de Presupuestos, Fondos Europeos y Estadística en el que establece lo siguiente: 
 

“(…) se observa que el crédito autónomo sería suficiente a nivel 
de capítulo dentro del subprograma de `Atención Especializada´, para los 
ejercicios 2024 y 2026, previa redistribución de los créditos entre los diversos 
subconceptos del capítulo 6 del citado subprograma, por lo que, de seguir la 
misma tendencia los presupuestos para estos ejercicios, la Gerencia Regional 
de Salud contaría con crédito suficiente para afrontar el gasto objeto del 
presente informe, si bien el grado de ejecución que presenta a nivel del 
vinculante y capitulo indica que la asunción de los mismos ha de ser valorada 
con criterio de oportunidad, pues el margen para iniciar nuevas actuaciones 
queda sustancialmente reducido. 

 
»Respecto al ejercicio 2025, y de seguir la misma tendencia los 

presupuestos para dicho ejercicio, la Gerencia Regional de Salud no contaría 
con crédito suficiente para asumir estos gastos ni a nivel de vinculante ni de 
capítulo dentro del subprograma de `Atención Especializada´ (…)”. 

 
Séptimo.- Por acuerdo de la Junta de Castilla y León, de 21 de 

diciembre de 2023, se autoriza “la superación de porcentajes previstos en el 
artículo 111.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y de Sector 
Público de la Comunidad de Castilla y León, en la continuación provisional de 
la ejecución de las obras del modificado nº 4 del contrato (…)”. En el 
mencionado acuerdo se detalla el modo en que debe imputarse el gasto a 
ejercicios futuros. 

 
Octavo.- El 27 de diciembre de 2023, previa propuesta del director 

general de Calidad e Infraestructuras, el presidente de la Gerencia Regional 
de Salud de Castilla y León resuelve: 
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“1.- Autorizar la continuación provisional de las obras del Plan 
Director del Complejo Hospitalario de xxxx, tal como está previsto en la 
Propuesta Técnica Motivada elaborada por la Dirección Facultativa de las 
obras, en virtud de lo establecido en el artículo 146.4 del texto refundido de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP), sin perjuicio 
de la tramitación del correspondiente expediente de modificación del contrato 
de obras. 

 
»2.- Autorizar la redacción del Proyecto Modificado nº 4 de dichas 

obras, para lo cual dispondrá del plazo de un mes. 
 
»3.- Ampliar el plazo de ejecución en 25 meses, según el 

Programa de Trabajo presentado”. 
 
Noveno- El 19 de abril de 2024 el presidente de la Gerencia Regional 

de Salud de Castilla y León acuerda el inicio del expediente administrativo del 
modificado nº 4 del contrato, por un importe total, IVA incluido, de 
23.557.349,11 euros, lo que supone un 13,61 % del importe de adjudicación 
del contrato, de los cuales 311.265,06 euros corresponden a la redacción de 
proyecto, con un incremento del plazo de ejecución del contrato de 25 meses, 
un mes para la redacción del proyecto modificado y el resto para la ejecución 
de las obras correspondientes a dicho modificado, con cargo a la aplicación 
presupuestaria 05.22.312A02.62100.5. 
 

Décimo.- Concedido trámite de audiencia al contratista, el 6 de mayo 
de 2024 manifiesta su conformidad al modificado. 

 
Undécimo.- El 8 de mayo de 2024 el director general de Calidad e 

Infraestructuras Sanitarias formula propuesta de resolución en el sentido de 
modificar el contrato por un importe total, IVA incluido, de 23.557.349,11 
euros, lo que supone un 13,61 % del importe de adjudicación del contrato, de 
los cuales 311.265,06 euros corresponden a la redacción de proyecto, con un 
incremento del plazo de ejecución del contrato de 25 meses, un mes para la 
redacción del proyecto modificado y el resto para la ejecución de las obras 
correspondientes a dicho modificado, con cargo a la aplicación presupuestaria 
05.22.312A02.62100.5. 
 

Duodécimo.- El 15 de mayo la Asesoría Jurídica de la Consejería de 
Sanidad informa favorablemente la propuesta de modificación. 
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Decimotercero.- El 20 de mayo la directora general de Presupuestos, 
Fondos Europeos y Estadística informa que “En este caso es necesaria la 
autorización de la Junta de Castilla y León porque la modificación del contrato 
implica una alteración superior al 10 % del precio primitivo del mismo, porque 
el importe de la modificación del contrato es superior a 2.000.000,00 euros y 
porque, además, supone un incremento de gasto corriente. 

 
»A la vista de lo expuesto y de la necesidad de aprobar el 

modificado nº 4 del contrato (…) se solicita de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 101.3 del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, 8.4 de la Ley 5/2024, de 9 de mayo, de 
Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y León para 2024, y 8.2 
de la Ley 7/2012, de 24 de octubre, de Estabilidad y Disciplina Presupuestaria, 
la emisión del informe previo necesario para que la Junta de Castilla y León 
autorice la citada modificación del contrato”. 
 

Decimocuarto.- El 4 de junio de 2024 el jefe del Servicio de 
Infraestructuras de la Dirección General de Calidad e Infraestructuras 
Sanitarias de la Gerencia Regional de Salud emite el informe complementario 
requerido. 

 
Decimoquinto.- El 5 de junio de 2024 el subdirector de Gestión y 

SSGG emite informe sobre el aumento de gastos recurrentes en la modificación 
del nuevo edificio de consultas del Complejo Asistencial Universitario de xxxx 
y sobre la valoración económica del incremento del gasto. 

 
Decimosexto.- El 13 de junio de 2024 el secretario general de la 

Consejería de la Presidencia certifica que, “vistos los archivos de la Secretaría 
General, consta que el Consejo de Gobierno de la Junta de Castilla y León, en 
su reunión del día trece de junio de dos mil veinticuatro, a propuesta del 
Consejero de Sanidad, adoptó Acuerdo con el siguiente tenor literal: ̀ Autorizar 
a la Gerencia Regional de Salud el modificado nº 4 del contrato para la 
redacción de los Proyectos de Ejecución, Estudio de Seguridad y Salud, 
Proyectos de Actividad y Ejecución de las obras del Plan Director del Complejo 
Asistencial Universitario de xxxx por un importe total de veintitrés millones 
quinientos cincuenta y siete mil trescientos cuarenta y nueve euros con once 
céntimos (23.557.349,11 euros), con cargo a la aplicación presupuestaria 
05.22.312A02. 62100.5, y un aumento del plazo de ejecución de veinticinco 
meses´”. 
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Decimoséptimo.- El 14 de junio de 2024 el presidente de la Gerencia 
Regional de Salud resuelve “suspender el plazo para dictar y notificar la 
resolución que recaiga en el expediente del modificado nº 4 del contrato 
suscrito el 24 de octubre de 2007, para la Redacción de los Proyectos de 
Ejecución, Estudio de Seguridad y Salud, Proyectos de Actividad y Ejecución 
de las obras del Plan Director del Complejo Hospitalario de xxxx, por el tiempo 
que medie entre la petición de informe al Consejo Consultivo de Castilla y 
León, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción de dicho 
informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos”. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en virtud de lo 

dispuesto en los artículos 4.1.i), 3º y 19.2 de la Ley 1/2002, de 9 de abril, 
reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León, así como en el artículo 
59.3 del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio 
(TRLCAP) y en el artículo 191.3.b) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP) -norma aplicable al procedimiento de 
modificación-, en la medida que el importe de la modificación proyectada junto 
al de las modificaciones anteriores supone un incremento superior al 20 % del 
precio primitivo del contrato y este es superior a 6.000.000 euros. 
 

Corresponde a la Sección Primera emitir el dictamen, según lo 
establecido en el apartado tercero, 1.e) del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias 
de las Secciones. 

 
2ª.- Por lo que se refiere al régimen jurídico aplicable al contrato, y a 

sus modificaciones, está constituido por la ley vigente al tiempo de la 
adjudicación del contrato -el TRLCAP- de conformidad con lo establecido en el 
apartado 2 de la disposición transitoria primera de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público “Los contratos administrativos 
adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se 
regirán, en cuanto a sus efectos, cumplimiento y extinción, incluida su 
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modificación, duración y régimen de prórrogas, por la normativa anterior” (al 
igual que hacen las disposiciones transitorias primeras del TRLCSP y la vigente 
LCSP). 

 
 Al tratarse de un contrato de obras adjudicado el 24 de octubre de 2007, 
en su aspecto material se rige por lo dispuesto en el TRLCAP, por imperativo 
de la disposición transitoria primera de la vigente LCSP. 
 
 No obstante, en lo que se refiere a la normativa que ha de regir el 
procedimiento de modificación contractual, ha de aplicarse la que se encuentre 
vigente en el momento de su iniciación, lo que supone la aplicación de la LCSP, 
como resulta, a sensu contrario, del apartado segundo de la disposición 
transitoria primera de la misma. 
 
 Por otro lado, este Consejo no desconoce que el Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid ha considerado en diversas sentencias que la normativa 
aplicable tanto desde el punto de vista sustantivo como de procedimiento es 
la vigente a la fecha de formalización del contrato. En este punto resulta 
significativa la sentencia de 14 de abril de 2021 de dicho tribunal contra la que 
la Comunidad de Madrid interpuso recurso de casación al considerar que la 
declaración de caducidad del procedimiento de resolución contractual es un 
procedimiento con sustantividad propia, autónomo e independiente del propio 
contrato administrativo.  
 

La reciente Sentencia 1259/2024, de 11 de julio de 2024, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo estima el recurso de casación interpuesto por la 
Comunidad de Madrid y responde a la cuestión de interés casacional formulada 
en los siguientes términos: “el procedimiento de resolución de los contratos 
públicos está sometido a las normas vigentes en el momento en que se tramita 
dicho procedimiento. Por ello, en el caso de autos, el procedimiento de 
resolución incoado el 17 de septiembre de 2018 está sometido a la Ley de 
Contratos del Sector Público de 2017 y al plazo de caducidad previsto en la 
misma, pese a que el contrato se adjudicó antes de la entrada en vigor de la 
citada ley”.  

 
Además, la mencionada sentencia señala que “(…) las normas que rigen 

un procedimiento son las vigentes en el propio momento en que éste se aplica. 
Sin duda puede afirmarse que el procedimiento de resolución de un contrato 
público es un procedimiento autónomo, como lo demuestra el hecho de que 
vigente un contrato la resolución del mismo por cualquiera de las causas 
legalmente previstas, la Administración contratante ha de dictar una resolución 
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de incoación del procedimiento de resolución de oficio a instancia del 
contratante, procedimiento que ha de seguir su tramitación y que finaliza con 
una resolución que deberá dictarse dentro del plazo de caducidad que 
corresponda. Y aunque las causas materiales de resolución que den causa a 
la incoación se rijan de acuerdo con la normativa reguladora de los contratos 
públicos vigentes en el momento de su convocatoria de adjudicación, dicho 
procedimiento está sujeto a las normas vigentes en el momento en que se 
incoa. Todo ello lleva a la conclusión de que el procedimiento de resolución 
contractual iniciado en el caso de autos el 17 de septiembre de 2018, fecha 
en que ya se encontraba en vigor la Ley de Contratos del Sector Público de 
2017, quedaba sometido a esta regulación y al plazo de caducidad de 8 meses 
que prevé su artículo 212.8”.  
 
 En consecuencia,  siguiendo el criterio expuesto en la sentencia, en este 
caso, en materia de procedimiento habrá que estar a lo dispuesto en la LCSP, 
cuyo artículo 190.1 dispone que “dentro de los límites y con sujeción a los 
requisitos y efectos señalados en la presente Ley, el órgano de contratación 
ostenta la prerrogativa de interpretar los contratos administrativos, resolver 
las dudas que ofrezca su cumplimiento, modificarlos por razones de interés 
público, declarar la responsabilidad imputable al contratista a raíz de la 
ejecución del contrato, suspender la ejecución del mismo, acordar su 
resolución y determinar los efectos de esta”. 
 
 Por otro lado, el artículo 191.3 de la LCSP dispone que “(…) será 
preceptivo el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente 
de la Comunidad Autónoma respectiva en los casos y respecto de los contratos 
que se indican a continuación: 
 

»(…) b) Las modificaciones de los contratos cuando no 
estuvieran previstas en el pliego de cláusulas administrativas particulares y su 
cuantía, aislada o conjuntamente, sea superior a un 20 por ciento del precio 
inicial del contrato, IVA excluido, y su precio sea igual o superior a 6.000.000 
de euros”. 
 
 Además, ante la falta de otro desarrollo reglamentario, debe 
considerarse lo dispuesto en el artículo 102 del Reglamento General de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP), referido específicamente al 
“procedimiento para las modificaciones”. Dicho precepto dispone: “Cuando sea 
necesario introducir alguna modificación en el contrato, se redactará la 
oportuna propuesta integrada por los documentos que justifiquen, describan 
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y valoren aquélla. La aprobación por el órgano de contratación requerirá la 
previa audiencia del contratista y la fiscalización del gasto correspondiente”. 
 
 A la luz de lo expuesto se desprende claramente que el legislador ha 
optado en estos casos por exigir la concurrencia de dos requisitos para que 
sea preceptivo el dictamen de este Consejo Consultivo: 
 

- Que la modificación aislada o conjuntamente sea superior al 20 
por ciento del precio primitivo del contrato. 

 
- Que el precio primitivo del contrato sea igual o superior a la 

cuantía señalada legalmente. 
 

En el presente caso, se indica en el expediente remitido que la 
modificación supone un incremento superior al 20 %, en concreto, supone un 
incremento del 13,61 %, respecto del contrato inicial, y, conjuntamente con 
los modificados anteriores, del 35,90 %, en un contrato de cuantía superior a 
6.000.000 euros (165.923.362,00 euros). 

 
3ª.- La competencia para acordar la modificación del contrato 

corresponde al presidente de la Gerencia Regional de Salud, en virtud del 
ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 39 de la Ley 8/2010, de 
30 de agosto, de Ordenación del Sistema de Salud de Castilla y León, puesto 
en relación con el Decreto 19/2018, de 21 de junio, de desconcentración de 
competencias en materia de contratación y gestión económica en el ámbito de 
la Gerencia Regional de Salud. 

 
Se han seguido los trámites previstos para la modificación del contrato, 

cuya vigencia resulta acreditada en el expediente. Del examen de este último 
se desprende que se han practicado los siguientes: 

 
- Autorización por el órgano competente (resolución del 

presidente de la Gerencia Regional de Salud de 19 de abril de 2024, de inicio 
de expediente para la modificación del contrato de redacción de los proyectos 
de ejecución, estudio de seguridad y salud, proyectos de actividad y ejecución 
de las obras del plan director del Complejo Hospitalario de xxxx). 

 
- Trámite de audiencia a la contratista (concedido el 3 de mayo 

de 2024), que el 6 de mayo de 2024 manifiesta su conformidad. 
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- Informe preceptivo de la Dirección General de Presupuestos, 
Fondos Europeos y Estadística de 19 de diciembre de 2023. 

 
 - Acuerdo de la Junta de Castilla y León, de fecha 21 de diciembre 

de 2023, por el que se autoriza la superación de porcentajes previstos en el 
artículo 111.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y de Sector 
Público de la Comunidad de Castilla y León, en la continuación provisional de 
la ejecución de las obras del modificado nº 4 del contrato.   

 
- Informe sobre la propuesta de modificación del contrato, 

emitido por la Asesoría Jurídica de la Gerencia Regional de Salud el 15 de mayo 
de 2024, que no formula objeciones de legalidad. 

 
- Autorización de la modificación del contrato por el Consejo de 

Gobierno de la Junta de Castilla y León el 13 de junio de 2024. 
 

4ª.- El ius variandi, en cuanto prerrogativa o potestad de la 
Administración, emana directamente del ordenamiento jurídico, con carácter 
general del artículo 190 de la LCSP -de contenido equivalente al regulado con 
anterioridad en el artículo 59.1 del TRLCAP- y debe sujetarse en su ejercicio a 
los requisitos, límites de estos preceptos y con el alcance que establecen. 
 

Así, el ejercicio del ius variandi ha de ajustarse a unos requisitos de 
carácter formal (debe seguirse el procedimiento legalmente establecido, al que 
ya se ha hecho referencia) y a unos requisitos materiales, al disponer el 
artículo 101 del TRLCAP que una vez perfeccionado el contrato, el órgano de 
contratación sólo podrá introducir modificaciones por razón de interés público 
en los elementos que lo integran, siempre que sean debidas a necesidades 
nuevas o causas imprevistas, justificándolo debidamente en el expediente. 

 
Asimismo, la cláusula 24 del pliego de cláusulas administrativas que rige 

el contrato dispone que “El órgano de contratación ostenta la prerrogativa de 
interpretar el presente contrato y de resolver las dudas que ofrezca su 
cumplimiento. Igualmente, podrá modificar por razón de interés público el 
contrato celebrado (…) con sujeción a los requisitos establecidos en el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público”. 

 
A juicio de la propuesta remitida, las razones de interés público que 

justifican la modificación del contrato son “un mayor nivel de dotación de 
servicios para los beneficiarios de la salud pública y la facilitación a su acceso, 
con el consiguiente incremento de la superficie del edificio, creando dos 



 

 13

nuevas plantas, nivel 5 y nivel -2, que permitirá cambios importantes en la 
ambulatorización de determinados procesos, un incremento de consultas y 
gabinetes, de los espacios de laboratorios clínicos y la incorporación de nuevas 
unidades de psiquiatría, como consecuencia de la aprobación del Plan Funcional 
de la ampliación de espacios de los bloques K y L del Hospital hhh1 de xxxx, 
por un lado, y, (por otro), la necesaria eliminación del amianto en las zonas a 
demoler del Hospital (para) prevenir la aparición de enfermedades asociadas 
a la exposición al mismo (…)”. 
 

Las circunstancias que, según la Dirección Facultativa, motivan esta 
modificación del actual contrato son las siguientes: 

 
“El proyecto vigente actual, no puede seguir ejecutándose sin 

adoptar las modificaciones planteadas, ya que el nuevo Plan Funcional supone 
un incremento de aproximadamente el 50% de superficie respecto de la 
prevista inicialmente, la ejecución de dos nuevas plantas (una a nivel -2 en la 
que anteriormente existía una galería de instalaciones y otra a nivel superior 
en la nueva planta 5ª) y la ampliación de las dimensiones de las plantas 
existentes. 

 
»Por lo tanto, la modificación es integral ya que altera la 

volumetría total, afectando la excavación al incluir la ampliación del sótano -2 
y a la cimentación y estructura que se ha recalculado al incluir dos nuevos 
niveles con incremento del volumen de cargas. 

 
»La distribución interior también se adapta a las nuevas 

necesidades derivadas del Plan Funcional 2023 y aunque el esquema general 
de funcionamiento es similar, los cambios son generalizados. Se incluyen 
nuevas zonas que no estaban previstas inicialmente, como la ampliación del 
área de laboratorios, la centralización del área administrativa, la incorporación 
de nuevas unidades psiquiátricas. 

 
»Por otra parte, el incremento de superficie supone una 

modificación sustancial de las instalaciones, no solo a nivel de cada uno de los 
espacios sino a efectos del dimensionamiento de conductos, tuberías, 
elementos y maquinaria. 

 
»Por otro lado, es necesaria la retirada de los elementos 

constructivos con fibras de amianto para poder ejecutar la demolición de la 
mayor parte de la edificación existente, y poder ejecutar la obra nueva. 

 



 

 14

»Todas las modificaciones planteadas se consideran 
imprescindibles, si se quiere dotar al hospital de tecnologías adaptadas al 
momento actual y hacer más eficiente la prestación asistencial. 

 
»Hay áreas que actualmente están ubicadas en zonas 

absolutamente desfasadas y con espacios de trabajo dispersos en distintos 
puntos del complejo hospitalario, que han cubierto su necesidad de 
crecimiento durante estos años. Tienen una evidente falta de espacio y están 
desconectados del resto del hospital. Esta situación no puede prolongarse 
mucho tiempo al estar en precario, hasta su ubicación definitiva en la fase que 
se desarrolla actualmente. 

 
»Por lo tanto, es necesaria la continuidad provisional de las obras 

para acortar al mínimo la situación actual de precariedad y mal funcionamiento 
de los espacios y circulaciones asistenciales, que repercuten evidentemente, 
en una menor calidad de la prestación sanitaria, de la que el usuario no es 
merecedor”. 

 
El Consejo de Estado, en su Dictamen 1.531/2003, de 24 de julio, 

señalaba que “La modificación contractual es una prerrogativa de la 
Administración, cuya naturaleza singular y privilegiada, como se expuso en el 
dictamen del Consejo de Estado número 42.179, de 17 de mayo de 1979, 
exige que se produzca dentro de los límites que establece la Ley. Uno de estos 
límites resulta de la necesidad de que la modificación contractual esté 
respaldada o legitimada por un interés público claro, patente e indubitado 
(Dictamen número 42.179, de 17 de mayo de 1979; véanse también los 
dictámenes números 48.473, de 16 de enero de 1986 y 55.586, de 10 de enero 
de 1991). Un segundo límite, aplicable en este supuesto en que la modificación 
no resulta de las exigencias propias del servicio, deriva de la exigencia de que 
concurran necesidades nuevas o causas técnicas imprevistas (artículo 101 de 
la LCAP, cuya aplicación no se excluye en el artículo 155.5 de la misma Ley). 
El fundamento de este segundo límite radica en la necesidad de no desvirtuar 
las garantías de concurrencia que presiden la licitación, ya que un uso 
indiscriminado del ius variandi, concluía el Consejo de Estado en su dictamen 
número 47.126, de 5 de diciembre de 1984, «podría entrañar un claro fraude 
de ley, en cuanto cerraría el acceso de otros posibles contratistas». La 
concurrencia tanto del interés público que legitime la modificación contractual 
como de las necesidades nuevas o causas imprevistas a que se refiere el citado 
artículo 101 de la LCAP, debe quedar justificada en el expediente, conforme a 
este precepto”. 
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Por último, ha de señalarse que la modificación del contrato debe 
consistir precisamente en eso, en una modificación, de manera que aquél 
mantenga su identidad; es decir, queda vedado realizar, por la vía del ius 
variandi, una alteración sustancial del contrato, por implicar ésta no ya una 
modificación, sino un cambio en la voluntad administrativa, que requiere de 
una nueva contratación. 

 
A dicha concepción responde fundamentalmente la doctrina del Tribunal 

Supremo, reflejada, entre otras, en la sentencia de 21 de enero de 2000, que 
señala: “Estas modificaciones, como ya ha quedado indicado, no son 
sustanciales, ni alterando ni vulnerando el Pliego de Condiciones que sirvió de 
base para el concurso. Se trata, como acertadamente expone la sentencia de 
instancia, de una acomodación del primitivo objeto contractual a las 
necesidades impuestas por el interés público. El Ayuntamiento de (…) ha 
hecho uso del ius variandi conforme a derecho, sin alterar sustancialmente los 
términos del contrato ni vulnerar el Pliego de Condiciones del concurso, por lo 
que no ha infringido los principios de publicidad y concurrencia establecidos 
por el artículo 13 de la Ley de Contratos del Estado, que hubieran exigido la 
convocatoria de un nuevo concurso solamente si se hubiesen modificado en 
sus términos esenciales las condiciones que dieron lugar a la adjudicación del 
celebrado”. 

 
Incluso sentencias como la de 1 de febrero de 2000 recogen la línea 

jurisprudencial más generosa con la extensión del ius variandi, al considerar 
que “constituye un poder para adaptar los contratos a las necesidades 
públicas”, que “el interés general es el que debe prevalecer en todo caso”, que 
“la prevalencia del fin sobre el objeto (…) es la que justifica la habilitación a la 
Administración con una potestad de promover adaptaciones del objeto 
pactado para así conseguir tal fin” y que, en el caso enjuiciado, las 
modificaciones no “pueden considerarse como alteraciones sustanciales del 
contrato, que lo hagan esencialmente distinto del celebrado”. 

 
5ª.- Corresponde ahora analizar si en el supuesto objeto de dictamen, 

en los motivos invocados por la Administración, se contienen los presupuestos 
requeridos por el ordenamiento jurídico para el ejercicio del ius variandi. 

 
El artículo 101.1 del TRLCAP dispone que “Una vez perfeccionado el 

contrato, el órgano de contratación sólo podrá introducir modificaciones por 
razón de interés público en los elementos que lo integran, siempre que sean 
debidas a necesidades nuevas o causas imprevistas, justificándolo debidamente 
en el expediente”. 
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Como se ha señalado, las modificaciones contractuales por razón de 

interés público requieren que sean debidas a necesidades nuevas o causas 
imprevistas, exigencia que comprende tanto las necesidades sobrevenidas, 
como todas las causas imprevistas al tiempo de la contratación; circunstancias 
que deberán apreciarse en sentido estricto como determinantes de un 
privilegio reconocido a la Administración y que operan igualmente como 
presupuesto de hecho que procede apreciar a la vista de las notas 
características propias y específicas de cada supuesto en particular. 

 
Por otro lado, las necesidades motivadoras tienen que encontrar 

satisfacción en el ámbito propio del contrato a modificar, pero no en otro 
extraño respecto a éste -aunque sea próximo o lateral- porque, además de su 
inadecuación, supondría también un desplazamiento del juego y valoración 
sobre el interés público que ilumina la actuación administrativa en el contrato 
concreto cuya modificación se pretende. 

 
La necesidad de la modificación contractual debe estar ampliamente 

motivada en el expediente, puesto que es una potestad reglada, que sólo 
puede ejercerse si concurren los requisitos establecidos por la ley y que, en 
todo caso, “requiere una singular motivación de hecho […] que, de no existir, 
impide la alteración del contrato o de sus pliegos de condiciones regidos por 
el principio ne varietur”, tal y como mantiene la sentencia del Tribunal Supremo 
de 11 de abril de 1984.  

 
Al respecto, la propuesta técnica motivada de la Dirección Facultativa 

señala que la modificación del contrato se basa en circunstancias acaecidas 
con posterioridad a la adjudicación del contrato y afectan a la ejecución del 
mismo, sin que éstas hubieran podido preverse; unas modificaciones derivan 
de las nuevas necesidades surgidas tras la aprobación del Plan Funcional de la 
ampliación de espacios de los Bloques K y L del Hospital hhh1 de xxxx realizada 
con fecha 4 de junio de 2023 y, otras, de la aparición imprevista de fibras de 
amianto en los suelos del Hospital de las zonas a demoler para poder ejecutar 
el edificio de Consultas Externas, tras los ensayos realizados. 

 
Por lo que se refiere a las necesidades asistenciales derivadas de la 

actualización del Plan Funcional, la propuesta técnica motivada de la Dirección 
Facultativa establece lo siguiente: 

 
“Con fecha 4 de junio de 2023, por resolución de la Gerente Regional 

de Salud, se aprueba la modificación del Plan Funcional del Complejo 
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Asistencial Universitario de xxxx que afecta a los bloques K y L destinados a la 
actividad ambulatoria, y que obliga a adaptar o modificar, alguna de las 
soluciones del proyecto.  

 
»Esta modificación del plan funcional supone dos cambios de gran 

envergadura: 
 

»-Incremento de aproximadamente el 50 % de la superficie de 
consultas externas  

 
»-Creación de dos nuevas plantas, nivel 5 y nivel -2 

 
»Destacan los siguientes aspectos de la modificación del plan 

funcional: 
 

»1.- Ampliación del número de espacios de actividad ambulatoria.  
 

»La evolución de las distintas especialidades es continua y se 
pretende evitar que el edificio de consultas externas no cumpla con las 
expectativas que demandan los profesionales y pacientes. Así mismo esta 
ampliación permite el reagrupamiento de todos los servicios del Hospital en un 
único edificio. Este reagrupamiento facilita su funcionamiento tanto para el 
personal sanitario como para los pacientes. Este análisis ha hecho necesario 
modificar el Plan Funcional previsto para estas áreas.  

 
»Por tanto, las obras del nuevo Hospital deben ejecutarse para 

poder ajustar las siguientes actividades:  
 

»-Ampliación del número de consultas  
 

»-Ampliación del número de gabinetes como espacios de 
uso polivalentes, que puedan dedicarse a la realización de pruebas o técnicas 
que realizan el médico, la enfermera, psicólogo, dietista, logopeda y otros 
profesionales sanitarios 

 
»En la siguiente tabla se refleja el número de Consultas y 

Gabinetes solicitadas en el Plan Funcional del 2012 y las necesarias en la 
actualidad (…). 

 
»2.- Ampliación de los laboratorios de análisis clínicos, 

microbiología y hematología. 
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»Debido al incremento de nuevas técnicas y prestaciones en la 

cartera de servicios de los laboratorios, que se han incorporado a lo largo de 
estos últimos 10 años, es necesario añadir nuevos espacios para laboratorios 
de análisis clínicos, microbiología y hematología situándolos en la tercera 
planta del edificio de consultas externas para su conexión con los laboratorios 
situados a la misma altura en los edificios I.J del hospital ya ejecutados, debido 
a que se ha quedado insuficiente el espacio destinado a dichos laboratorios. 

 
»La ampliación necesaria (en superficie y nº de unidades) para 

satisfacer las nuevas necesidades, supone un aumento de 735 m2 (17 
unidades), distribuidas de la siguiente forma (…). 

 
»3.- Incorporación de nuevas unidades de psiquiatría. 

Incorporación en el nuevo plan funcional de unidades de Psiquiatría que hasta 
ahora se ubicaban en otros edificios y que no se contemplaron en el plan 
funcional del 2012. La integración de espacios como hospital de día de adultos, 
infanto-juvenil, de trastornos de la conducta alimentaria y la unidad de 
alcoholismo en la actividad ambulatoria del hospital supone colocarse al mismo 
nivel que el resto de las especialidades. 

 
»4.- Mejora de la humanización del recinto asistencial y confort 

del usuario.  
 
»Se reflejan acciones como la diferenciación de salas de espera 

en adultos y pediátricas en varias especialidades y la disponibilidad en todas 
las plantas de baños adaptados para pacientes ostomizados (según la 
Instrucción 1/2021 del director gerente de la Gerencia Regional de Salud por 
la que se establecen los requisitos técnicos para garantizar la adaptación de 
centros sanitarios de baños a las necesidades de estas personas). 

 
»5.- Ampliación de vestuarios y zona administrativa. 
 
»La ampliación de la zona de vestuarios se sitúa en el nivel -2º, 

inicialmente destinada a galería de instalaciones y ampliada para acoger entre 
otros usos a los vestuarios. La zona administrativa se sitúa íntegramente en el 
nuevo nivel 5º, centralizando todos los servicios (Gerencia, UCA, RRHH, etc.) 
en una misma planta. 

 
»6.- Otros aspectos a tener en cuenta. 
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»Por último, y previamente a la ejecución de las obras de 
demolición del antiguo Hospital hhh3, se han realizado los ensayos necesarios 
para la caracterización de los residuos potencialmente peligrosos, de los 
elementos constructivos de las zonas a demoler.  

 
»En dichos ensayos, han aparecido fibras de amianto, en los 

suelos del Hospital (en baldosa de PVC y en el pegamento de dichas baldosas). 
Debido a que el pegamento está unido a la solera de mortero, es necesario 
retirar dicha solera y gestionarla como residuo peligroso.  

 
»Para poder realizar estos trabajos es necesario la realización de 

un Plan de Desamiantado por empresa especializada, y la preceptiva 
aprobación de la administración (Gabinete de la Inspección de Trabajo). 

 
»Las zonas de actuación deben confinarse y una vez ejecutados 

los trabajos, realizar mediciones para comprobar que no han quedado restos 
ni en la edificación ni en el ambiente”. 

 
La Dirección General de Asistencia Sanitaria y Humanización considera 

que el plan presentado por la Gerencia del Hospital del xxxx para la ampliación 
justifica una mejora de la organización funcional, que permitirá la agrupación 
de los recursos materiales y humanos del Complejo Asistencial Universitario 
de xxxx y un uso más eficiente de los mismos, mejorando la organización 
funcional y la eficacia en la respuesta a las necesidades asistenciales de la 
población del área de xxxx. Además, estima que la realización de esta 
reestructuración del Hospital mejora la eficacia en la respuesta a las 
necesidades asistenciales de la población del área de xxxx y favorece la 
organización funcional del centro. 

 
A mayor abundamiento, la propuesta señala expresamente que “se 

mantienen las condiciones esenciales del contrato”. 
 
En consecuencia, en este supuesto la causa imprevista de la aparición 

de amianto, hallado en los suelos de la mayor parte del Hospital a demoler, 
junto con la modificación del citado Plan Funcional del Edificio Ambulatorio, 
justifican la modificación del contrato. 
 

De este modo, al apreciarse que existe una necesidad nueva, que la 
modificación propuesta no supone una alteración sustancial del contrato vigente 
y que existen razones de interés público que la justifican, procede la modificación 
del contrato. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede modificar el contrato de redacción de los proyectos de 

ejecución, estudio de seguridad y salud, proyectos de actividad y ejecución de 
las obras del Plan Director del Complejo Hospitalario de xxxx. 

 
 
No obstante, V.E., resolverá lo que estime más acertado. 
 


